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1.- Junto al agradecimiento a la Universidad Carlos III por la invitación, 

quisiera felicitarle por su iniciativa de organizar este foro. No sólo por lo que 
tiene de impulso a la puesta en marcha del Mecanismo Nacional de Prevención 
previsto en el Protocolo (MNPT), sino porque el ejercicio de reflexión que 
propone, tal como ha sido concebido, se inscribe en la misma línea de 
participación abierta y plural que marcó el proceso de consultas  iniciado a 
instancias del Gobierno en otoño del año pasado. Un proceso que merece  
todo nuestro respeto, tanto por  estar convencidos de que la voluntad de 
diálogo por parte de sus convocantes es genuina como porque, más allá de sus 
carácter inacabado, la reflexión que abordamos en común ciertamente no está 
siendo estéril.  
 

El intercambio de opiniones que la misma viene propiciando, además de 
facilitar la confluencia en torno a la estructura mixta y las funciones de dicho 
mecanismo, ha servido para que los puntos en que se mantienen las 
discrepancias fueran abordados de modo franco y constructivo. No es extraño, 
por otra parte, que tales discrepancias hayan impedido hasta ahora el acuerdo, 
teniendo en cuenta que giran fundamentalmente en torno a un aspecto que, 
seguramente, representa el principal valor añadido que incorpora el MNPT con 
respecto a lo ya existente: el papel real que en él desempeñaría la sociedad 
civil. En todo caso, este esfuerzo de reflexión en común permite, al menos, 
identificar las claves que explican en última instancia nuestras diferencias.  

 
2.- A nuestro juicio, la falta de unanimidad en cuanto al mejor modo  de 

estructurar dicha participación obedece a las distintas expectativas que cada 
cual alberga sobre el MNPT, y éstas, a su vez, están directamente vinculadas  
a la opinión que se tenga sobre la eficacia  de los mecanismos actualmente en 
vigor para prevenir y castigar la tortura y el maltrato al detenido.  

 
A mayor grado de satisfacción, mayor será la tendencia a pensar que, si 

bien el MNPT pudiera representar un paso adelante en contextos jurídicos 
menos garantistas, no lo es tanto en un país en el que los derechos del 



detenido están protegidos por medio de todo un entramado institucional que, en 
el caso español, incluye a la judicatura, la fiscalía, las corporaciones 
profesionales de la abogacía y la medicina, las defensorías del pueblo y los 
sistemas de control interno de los cuerpos y fuerzas a cuyo cargo se encuentra 
la persona privada de libertad. No nos parece casual, por tanto, que los 
diagnósticos más optimistas de la labor que realizan todas estas instancias se 
identifiquen con la idea de que la participación en el MNPT de las 
organizaciones no gubernamentales, en la práctica, debe verse limitada a 
ejercer labores consultivas, mientras que el poder decisorio, tanto  en términos 
de nombramientos como de capacidad ejecutiva de cara a las visitas y la 
elaboración de informes, debe residenciarse en las instituciones cuyas 
funciones son asimilables a las previstas en el Protocolo Facultativo.  

 
Quienes, por contra, defienden su integración en plano de igualdad en 

un mecanismo de nueva creación, tienden a mostrarse insatisfechos con el 
modo en que, a estos efectos, desempeñan su función de garantía los 
mecanismos existentes en nuestro derecho interno, a los que achacan un 
cumplimiento más formal que real de sus funciones en este ámbito. Entienden 
que el Protocolo Facultativo no concibe necesariamente el MNPT como 
respuesta a la ausencia de tales mecanismos, sino más bien a su falta de 
eficacia en la práctica para acabar con un problema cuya persistencia, en el 
caso español, viene siendo denunciada una y otra vez por organismos e 
instituciones internacionales. Insisten, en consecuencia, en que la constitución 
del MNPT, más allá de la obligación formal de cumplir un compromiso suscrito 
por el Estado a nivel internacional, representa una oportunidad histórica de 
regenerar esta situación de partida, mediante un proceso de participación 
democrática que permita a la sociedad civil jugar al respecto un papel 
realmente activo.  

 
3.- El Ararteko, como es sabido, opta a este respecto por un mecanismo 

de nueva creación, del que formen parte, en colaboración con las instituciones 
actualmente existentes, personas acreditadas por la seriedad de su labor de 
investigación y denuncia en este ámbito. Pensamos por otra parte que, habida 
cuenta de la estructura plural y asimétrica del Estado, es necesario que el 
organismo que se arbitre a nivel estatal se integre en red con otros de 
proyección autonómica, cuyas competencias respectivas vengan delimitadas 
en aplicación de los mismos criterios que regulan las competencias de las 
Defensorías del Pueblo a nivel estatal y autonómico. 

 
Lo específico de nuestra aportación a esta reflexión no consistirá, sin 

embargo, en insistir en este carácter descentralizado. Por un lado porque lo 
damos por supuesto, y por otro porque, según entendemos la misión de 
promoción de la cultura de los Derechos Humanos que corresponde al 
Ararteko, nuestro deber no consiste tanto en defender el protagonismo de 
nuestra institución en el organismo que se cree para el ámbito vasco como, 
ante todo, la necesidad de que la participación de la sociedad civil, lo mismo a 
nivel autonómico que estatal, sea lo más amplia e independiente posible. 

 
Esta postura tiene como punto de partida la experiencia acumulada en la 

labor que el Ararteko, como institución para la garantía y promoción de los 



derechos y libertades, viene desarrollando contra la tortura y los malos tratos a 
personas presas y detenidas. Una labor que tratamos de llevar a cabo en torno 
a tres ejes fundamentales: la lucha contra la impunidad, la prevención y la 
sensibilización social. 

 
• En cuanto al primero de ellos, no podemos olvidar que la 

existencia de un régimen de libertades basado en el Estado de 
Derecho no garantiza por si sola la desaparición de la tortura, sino 
únicamente que su práctica, cuando se produce, tenga lugar en el 
ámbito de la clandestinidad. Leyes no faltan en nuestro 
ordenamiento jurídico que la proscriban y castiguen. Pero desde 
Beccaria sabemos que no se lucha mejor contra el crimen 
mediante la amenaza de grandes penas para quien incumpla la 
ley, sino consiguiendo –entre otras cosas- que el potencial 
delincuente tenga la certeza de que será efectivamente 
perseguido y condenado. Parece evidente, por tanto, que no se 
trata tan sólo de acertar con una legislación que tipifique 
adecuadamente la tortura y le asigne una pena proporcionada y 
disuasoria, sino que es necesario, además, garantizar la eficacia 
de los mecanismos encargados de asegurar su cumplimiento en 
la práctica.  

 
• Por otra parte, y aún cuando lleguen a aplicarse, las medidas 

penales son insuficientes para acabar con esta lacra; es 
necesaria una red preventiva que, en la práctica, evite o 
disminuya significativamente las posibilidades materiales de 
maltrato a las personas privadas de libertad.   

 
• Y por último, el reproche de esta conducta no ha de ser sólo 

normativo, sino sobre todo social. El torturador no es 
necesariamente un psicópata que disfrute causando dolor, ni 
actúa siempre en contextos dictatoriales. La incómoda 
responsabilidad de quienes disfrutamos de un régimen de 
libertades es advertir que, en ocasiones, la tortura se utiliza en 
nuestro nombre, en aras de un malentendido afán por defender al 
estado de derecho frente a quienes lo atacan. De hecho, su uso 
más o menos selectivo se vería facilitado desde el momento en 
que, de modo no necesariamente explícito, un sector de la 
población suficientemente amplio acabara aceptando la idea de 
que la protección efectiva de las libertades exige y justifica privar 
a sus enemigos de los derechos inherentes a su condición de 
personas, bien sea para obtener información relevante para la 
defensa de la comunidad, bien para destruirlos deliberadamente 
como seres humanos, destruyendo su identidad y su alma. Por 
eso resulta imprescindible asumir que la convivencia democrática 
deja de serlo en el momento en que aceptamos defenderla 
mediante la tortura, ya sea  practicándola, ya tolerándola, ya 
cerrando los ojos cuando apreciamos ineficacia y lentitud en los 
mecanismos destinados a combatirla. Su rechazo, por tanto, no 
sólo ha de ser interiorizado en la mentalidad de las instancias 



encargadas de  la represión del delito –policías, jueces y fiscales-, 
sino también, y sobre todo, en la de la sociedad en cuyo nombre 
actúan.  

 
De la actuación del Ararteko en torno a estos tres ejes hemos tratado de 

partir  para responder a las dos cuestiones que resultan fundamentales, a 
nuestro entender, para una toma de postura responsable en relación con el 
MNPT: por un lado, cuál es el valor añadido que, de cara a hacer más efectiva 
dicha labor, aporta el MNPT sobre lo ya existente; por otro lado qué diagnóstico 
cabe realizar, aquí y ahora, sobre la eficacia de los mecanismos disponibles en 
la actualidad para conseguir los tres objetivos apuntados: castigo de los 
culpables, prevención y sensibilización social.   

 
4.- En cuanto al primer aspecto, observamos que las tareas de 

prevención y supervisión que prevé el Protocolo Facultativo no difieren 
sustancialmente de las que, en nuestro ámbito competencial, ya venimos 
realizando. Con motivo de las mismas, además de visitar comisarías y centros 
de detención, elaboramos informes y recomendaciones que no tendrían por 
qué verse alterados, ni en su contenido ni tampoco en su relevancia para la 
Administración, por el hecho de que el Ararteko los formulara en calidad de  
MNPT para el ámbito vasco.  

 
Creo  que no está de más recordar en este punto un error en el que con 

demasiada frecuencia se incurre, y no necesariamente por mala fe, tanto en el 
ámbito de la lucha por los Derechos Humanos como en el de la cooperación 
internacional para el desarrollo: crear estructuras nuevas que se justifican por 
sí mismas, o por su valor simbólico, más allá del impacto real que se prevé 
tengan en términos de mejora de lo anteriormente existente.  En nuestro caso, 
dicho peligro vendría representado por la tentación de limitarnos a un 
cumplimiento formal de los compromisos contraídos en el Protocolo Facultativo, 
mediante el expediente de designar a instituciones que cumplen con los 
principios de París para que, haciendo básicamente lo mismo que venían 
haciendo, asuman las funciones de MNPT, ya sea en el ámbito estatal o en el 
autonómico. 

 
Con el fin de evitarlo, nuestra opción por un modelo de MNPT debe ir 

vinculada al margen de mejora que el mismo posibilita en relación con lo que 
tenemos, y que desde esta defensoría, en el caso español, ciframos en la 
oportunidad que representa el MNPT para profundizar en la participación 
democrática. Tomamos para ello como referencia las iniciativas de “Civilian 
Oversight of Law Enforcement”, que en nuestro contexto resultan 
prácticamente desconocidas a pesar de llevar años desarrollándose en países 
como Canadá (CACOLE) o el Reino Unido (IPCC). En Estados Unidos, de 
acuerdo con los datos de la American Civil Liberties Union, más del 60% de las 
50 ciudades más grandes del país cuentan ya con sistemas de seguimiento 
civil de la actividad policial, caracterizados por su capacidad para reunir un 
espectro amplio de la ciudadanía, por su independencia, por sus facultades 
investigadoras y por la transparencia, tanto de su funcionamiento, como de los 
procesos de selección de sus miembros.   

 



Naturalmente, no se trata de que el MNPT deba adoptar una estructura 
análoga a la de las organizaciones mencionadas, cuyo ejemplo traemos a 
colación únicamente a efectos de resaltar una saludable noción que, sin 
embargo, no siempre recibe la atención que a nuestro juicio merece: la idea de 
que no existe contradicción, sino al contrario, entre este control civil y la 
confianza de la ciudadanía que, sin duda, necesita  la Policía para ser eficaz. 
Se trata precisamente de dotar de una base firme a esa confianza, recordando 
que la aceptación acrítica de la labor policial, por más que busque su 
justificación en el carácter democrático del sistema al que sirve, responde a un 
modelo autoritario, impropio de una democracia de calidad. Por el contrario, 
una concepción más madura de la ciudadanía, como es la que entendemos 
corresponde potenciar a nuestra institución, ni da por supuesta dicha confianza, 
ni entiende que ésta  constituya un deber de los ciudadanos por el hecho de 
que exista un Estado de Derecho. La concibe más bien como resultado de la 
existencia de sistemas independientes de participación democrática mediante 
los cuales, tanto en el caso de la Policía como en el del resto de los recursos 
disponibles para hacer frente a la conflictividad social, la comunidad tiene 
ocasión de implicarse de forma activa y responsable en la evaluación de sus 
resultados, la prevención de eventuales abusos de poder y la exigencia de 
responsabilidades.  

 
5.- En cuanto al segundo de los aspectos citados, no podemos por 

menos de llamar la atención sobre los datos aportados por dos informes que 
han visto la luz a lo largo del último año, y que ponen en evidencia la limitada 
eficacia de los mecanismos legales disponibles en nuestro sistema para luchar 
contra esta lacra.  

 
Entendemos que una institución comprometida con la labor de difusión y 

profundización en la cultura de los Derechos Humanos, como es el Ararteko, no 
puede permitirse ignorar las preocupantes conclusiones que se desprenden de 
ambos estudios, pues han sido elaborados por dos entidades de acreditado 
prestigio, tanto por la seriedad demostrada a lo largo de los años en su labor de 
investigación, como por la coherencia de su discurso en defensa de los 
Derechos Humanos de todas las personas en todo el mundo. El primero de 
ellos corrió a cargo de Amnesty International, que lo presentó en noviembre de 
2007 bajo el título “España. Sal en la herida. La impunidad efectiva de los 
agentes de policía en casos de tortura y otros malos tratos”. El segundo recoge 
un amplio trabajo de cuatro años de investigación que fue presentado en 
febrero de 2008, y que fue llevado a cabo por el Observatorio del Sistema 
Penal y los Derechos Humanos de la Universidad de Barcelona: “Privación de 
libertad y Derechos Humanos. La tortura y otras formas de violencia 
institucional”. 

 
Además de documentar las denuncias que, con un promedio de 720 

anuales, se vienen presentando en España por este motivo, ambos estudios 
llevan a cabo –y en ello consiste su principal aportación a los efectos que aquí 
interesan- un seguimiento exhaustivo del papel desempeñado en relación con 
ellas por jueces, fiscales, médicos forenses y departamentos de investigación 
interna de los cuerpos policiales denunciados. Para ello, contrastan el 
contenido de sus resoluciones y dictámenes con los criterios y 



recomendaciones elaborados por el Comité contra la Tortura de las Naciones 
Unidas, así como por el Comité para la Prevención de la Tortura del Consejo 
de Europa, para que la investigación de tales denuncias resulte imparcial, 
pronta, eficaz y exhaustiva. A todos estos niveles, las carencias de que dan 
cuenta los datos aportados no pueden dejar indiferente, en nuestra opinión, a 
ninguna institución interesada en conocer el nivel de eficacia real de las 
garantías establecidas en nuestro sistema penal para impedir este tipo de 
conductas.  

 
Critican el enfoque, extendido entre todas las policías, que liga eficacia 

con opacidad en la investigación de los delitos, y que justifica en última 
instancia el recurso por razones técnico-policiales a la incomunicación. Ésta es 
identificada como una de las principales causas de la escasa incidencia que los 
mecanismos de que disponemos para luchar contra la tortura tienen de cara a 
su prevención, al vaciar de contenido las tres garantías que resultan 
fundamentales a tales efectos: el acceso inmediato a un abogado, no como 
“convidado de piedra” en el acto formal de declaración,  sino como elemento 
externo presente desde un primer momento para garantizar la indemnidad del 
cuerpo de la persona detenida; el acceso a un médico de confianza, 
independiente del funcionariado adscrito a los juzgados, mostrándose 
especialmente críticos a este respecto con los partes elaborados por los 
forenses de la Audiencia Nacional; por último, la notificación a sus familiares 
del lugar donde se encuentra físicamente la persona detenida, lo que en la 
actualidad sólo se hace, en el mejor de los casos, de forma genérica y 
estereotipada.  

 
La represión de los culpables –que en sí misma contiene una indudable 

vocación preventiva- y la reparación a las víctimas serían los otros dos niveles, 
junto a la prevención, en que han de mostrar su eficacia las medidas 
destinadas a luchar contra la tortura. En cuanto al primero de ellos, además de 
los habituales casos de archivo en fase de instrucción por no haberse 
identificado a los responsables directos de las agresiones denunciadas, o sin 
haberse practicado otra prueba que la toma de declaración a los agentes 
implicados, resultan esclarecedores los datos sobre indultos, ascensos, 
condecoraciones y nombramientos de funcionarios condenados en firme por 
delitos de tortura. En cuanto a la reparación de sus víctimas, ésta, cuando se 
ha producido, se ha limitado a una indemnización de entre 600 y 4.000 euros. 

 
Por todo ello creemos que la implementación del MNPT representa una 

oportunidad para reflexionar sobre la distancia que media entre el tranquilizador 
panorama dibujado por el entramado institucional de prevención de la tortura y 
el que, con machacona insistencia, nos presentan las entidades independientes 
de Derechos Humanos: denuncias que son archivadas sin practicar diligencia 
alguna de investigación, pasividad de los sistemas policiales de control interno, 
presiones sobre los denunciantes, dilaciones injustificadas, indultos y premios a 
agentes condenados en firme, todo ello reflejo de una situación en que, si bien 
no cabe hablar de uso generalizado de la tortura, las dificultades existentes 
para perseguir de forma efectiva su uso selectivo generan, en la práctica, un 
riesgo de impunidad notablemente mayor que en otro tipo de delitos de igual 
gravedad.  



 
6.- Por otra parte, esta exigencia de reflexión, en nuestro caso, no es 

sólo ética ni responde únicamente a una lógica de principios. También obedece 
a una lógica instrumental, que desde Euskadi adquiere, en nuestra opinión, una 
relevancia específica que no podemos dejar de reseñar.  

 
Y es que si el daño que representa ETA para la sociedad vasca se 

cifrara únicamente en su capacidad de matar y de coartar la libertad de los 
sometidos a su amenaza, la eficacia en la lucha antiterrorista se mediría en 
términos de desarticulación de comandos e infraestructuras al servicio del 
terror.  Pero lo que distingue -y hace más dañinos- a fenómenos como el de 
ETA de otras expresiones terroristas surgidas en Europa a lo largo de los 
últimos cincuenta años, es su capacidad para entroncar con el irredentismo de 
sectores de la población que no necesitan ser mayoritarios, sino lo 
suficientemente amplios para constituir una masa crítica cuyo apoyo, además 
de alimentar sus filas, proporciona el caldo de cultivo en que germina su 
actividad intimidatoria, gangrenando el tejido democrático de la sociedad 
entera. Pues bien, en el caso de ETA, ese irredentismo cada vez se identifica 
menos con la causa nacional vasca, la gran mayoría de cuyos partidarios 
rechazan abierta y explícitamente las vías violentas. Se nutre más bien de la 
negación del carácter democrático del sistema, a partir de dos imputaciones 
que dotan de cohesión a la “comunidad de resistencia” en que, cada vez más, 
se convierte el colchón social de ETA: la falta de canales para expresar todas 
las aspiraciones políticas, y las violaciones de derechos humanos en el marco 
de la represión del terrorismo.  

 
El peligro de que las medidas antiterroristas produzcan este efecto 

indeseable no es exclusivo de nuestro contexto. Se trata de un patrón conocido 
en todo el mundo, y haríamos mal en echarle la culpa al mensajero que nos 
alerta contra él, un papel que desde 2005 viene desempeñando el Relator de 
las Naciones Unidas para la defensa de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales en la Lucha contra el Terrorismo. En este sentido, 
recuerda Martin Scheinin que el Estado de Derecho, enfrentado a nuevas 
amenazas a la seguridad, tiene sin duda el deber de actualizar sus medios de 
lucha contra fenómenos como el terrorismo o la delincuencia organizada 
transnacional. Pero frente a la búsqueda de la eficacia a corto plazo y a toda 
costa, ha de tener presente que los efectos de la intervención penal han de ser 
coherentes con los valores de convivencia en libertad en cuya defensa 
encuentra aquélla su razón de ser. A esta visión responde, entre otros 
principios que son producto de la lucha por el Derecho, el de interdicción de la 
tortura y los tratos inhumanos o degradantes, así como la necesidad de 
habilitar sistemas eficaces para prevenirlos y castigarlos. 
 

Resulta saludable que nos lo recuerden en unos tiempos en que, 
insistimos, no sólo en nuestro país, sino en todos los de nuestro entorno 
jurídico-político, se viene operando una especie de revolución silenciosa, que 
va cambiando nuestra percepción de la persona sobre la que recae el peso de 
la ley penal, hasta acabar viendo en ella alguien ajeno a la sociedad, al que por 
ello no tienen por qué serle respetados los derechos que ésta reserva a sus 
miembros. La creencia de estar en guerra, ya sea contra el terrorismo, la droga 



o la delincuencia callejera, puede llevar a que también los poderes públicos 
acaben relativizando la importancia de los derechos humanos, asumiendo que, 
como en toda guerra, la amenaza a la que se ha de hacer frente proviene de un 
“extraño” a la comunidad que se defiende, y la victoria ha de redimir cualquier 
culpa en que se haya debido incurrir para conseguirla. Sobre todo ante el 
tribunal de una opinión pública que exige conjurar, al precio que sea, el peligro 
que percibe en quien –de forma espontánea o inducida, eso es lo de menos- 
considera , por definición, “el enemigo”.  
 

7.- Frente a la lógica de guerra en que propongo situar este enfoque, el 
Ararteko debe situarse junto a quienes reivindican la lógica civil. No creemos 
estar con ello inventando nada nuevo. Se trata de reivindicar el Estado de 
Derecho como objeto de protección, pero también como sujeto desde el que 
reaccionar, en el seno de la comunidad democrática que en él se reconoce, 
frente a las agresiones contra sus normas de convivencia. La comunidad como 
solución, sin ingenuidades ni expectativas irrealistas, sino aspirando a algo tan 
sencillo, tan civil, como gestionar con racionalidad democrática la defensa de 
los bienes penalmente protegibles: una comunidad que ofrece a sus miembros 
cauces para defender y luchar por todo tipo de ideas e intereses sin otro límite 
que el derecho de los demás a hacer lo propio; que, cuando alguien traspasa 
esos límites, no mira para otro lado, sino que por medio de sanciones eficaces 
le exige, ante sí y ante la víctima, una responsabilidad acorde con el daño 
causado; y que a la hora de ejecutar esas sanciones tiene en cuenta las 
particularidades de toda persona, más allá del delito que haya cometido, de 
modo que su régimen de cumplimiento favorezca al máximo la reinserción. 

En definitiva, desde la legitimidad de una denuncia permanente del 
terrorismo de ETA como violador de los más elementales derechos, creemos 
que el deber de un Ombudsman es recordar, con la misma energía, que la 
limitación del poder coercitivo del Estado por medio de las libertades civiles 
constituye un rasgo fundamental en la definición del orden democrático. El 
modelo de MNPT por el que optamos busca ante todo potenciar su ejercicio, de 
manera que nuestra defensa de la convivencia resulte coherente, no sólo en 
los fines sino también en los medios, con los valores sobre los que queremos 
asentarla. 

8.- Naturalmente, somos conscientes de que la forma y el contenido que 
acabe adquiriendo el MNPT habrán de depender, necesariamente, de 
prioridades políticas y acuerdos parlamentarios cuyas claves escapan a lo que 
en estos foros podamos entender como deseable, ni aún como previsible. Nada 
de ello alterará, en cualquier caso, las funciones de prevención y control que en 
este ámbito nos encomienda la ley reguladora de nuestra institución, en 
ejercicio de las cuales colaboraremos lealmente, en nuestro ámbito 
competencial, con el órgano que  resulte finalmente aprobado.  

 
Quisiera terminar con un fragmento de las palabras con que una 

autoridad como el profesor Luigi Ferrajoli quiso avalar expresamente el trabajo 
de sus colegas de la Universidad de Barcelona al que hemos hecho referencia:  

 



“Esta práctica no es en absoluto una ruina del pasado, propia de los 
sistemas penales pre-modernos, como podrían hacerlo pensar la 
existencia de los numerosos pactos y convenciones internacionales 
sobre la prohibición de la tortura. Por el contrario, la tortura vuelve a ser, 
también en nuestros civilizados ordenamientos, un fenómeno difuso y de 
ninguna manera excepcional, a pesar de ser estigmatizado por el 
Derecho como crimen contra la humanidad. Por tanto, la cuestión de la 
tortura no es un problema teórico, perteneciente a la tradición clásica, 
dieciochesca, iluminista, propia del garantismo penal. Más bien es una 
cuestión dramáticamente abierta por los innumerables y siempre 
presentes casos de tortura y de violencia institucional, también en los 
países de democracia avanzada, en detrimento de las personas 
arrestadas o detenidas.”  

 
Son palabras que nos parecen especialmente oportunas en el momento 

actual, porque nos ponen en guardia frente a la tentación de pensar que la 
tortura desaparece por el hecho de vivir en un régimen de libertades, o como 
consecuencia natural de un continuum que se iniciaría con el iluminismo penal 
de la ilustración y terminaría en nuestro contexto jurídico y cultural, merced a 
los sistemas preventivos y coercitivos propios de  las democracias avanzadas. 
Frente a la ingenuidad o el cinismo que tal postura pudiera entrañar, nos 
colocan ante la idea, incómoda y estimulante a la vez, de que la desaparición 
de la tortura es posible, pero sólo como producto de una lucha por el Derecho 
que en modo alguno puede darse por concluida.  

 
 


